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El proceso arbitral en Colombia toma cada día más relevancia dentro de los mecanismos 
procesales con los que cuentan los ciudadanos para la solución de los conflictos, 
presentándose como una opción más atractiva para las partes respecto del proceso judicial. 
Con expedición de la Ley 1563 de 2012 se creó el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional con el que se introdujeron grandes avances para el proceso arbitral que ha de 
surtirse en virtud de la habilitación que la voluntad de las partes ha dado a través de una 
cláusula compromisoria o un compromiso. En la mencionada norma se establece una 
remisión expresa respecto de las facultades y poderes que en relación con las pruebas 
contiene el Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012), que deberá ser observada por 
las partes, los árbitros y demás intervinientes procesales para la producción de la prueba que 
constituye pieza clave al momento de decidir la controversia, es por tal razón que en el 
presente trabajo, se estudia las implicaciones que dicha remisión a la norma procesal de 
carácter general y residual tiene respecto del régimen probatorio aplicable al proceso arbitral, 









The arbitration process in Colombia is increasingly relevant within the procedural 
mechanisms available to citizens for the resolution of conflicts, presenting itself as a more 
attractive option for the parties regarding the judicial process. With the issuance of Law 1563 
of 2012, the Statute of National and International Arbitration was created, with which great 
advances were made in the arbitration process that has to be carried out by virtue of the 
authorization that the will of the parties has given through a clause compromise or a 
commitment. The aforementioned norm establishes an express remission regarding the 
powers and powers that in relation to the evidence contains the General Code of the Process 
(Law 1564 of 2012), which must be observed by the parties, the arbitrators and other 
procedural interveners for the production of the test that constitutes a key piece at the moment 
of deciding the controversy, it is for this reason that in the present work, it is studied the 
implications that this reference to the procedural norm of general and residual character has 
regarding the probatory regime applicable to the arbitration process , regulated in a standard 
whose procedural content is understood as a special application. 
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El arbitraje como mecanismo de solución de conflictos, ha adquirido en los últimos años en 
Colombia una significativa importancia al presentarse a las partes que requieren la solución 
de una controversia, como una alternativa que les brinda seguridad jurídica y mayor celeridad 
respecto del proceso judicial, y que se erige en la voluntad de las partes en virtud de la cual 
se le confiere la facultad a los árbitros de ejercer funciones jurisdiccionales para la decisión 
de los asuntos objeto de discusión. 
 
Así, desde el año 2012 el proceso arbitral cuenta con un nuevo Estatuto de Arbitraje Nacional 
e Internacional creado con la Ley 1563 también denominada “Ley Hinestrosa”, con la que se 
pretende al igual que con el Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012), dotar a estos 
procesos de codificaciones modernas y respetuosas de las garantías procesales como las de 
debido proceso, inmediación y tutela efectiva. Estas normas, han de entenderse íntimamente 
relacionadas tratándose de la aplicación de las disposiciones procesales contenidas en el 
Estatuto de Arbitraje como norma especial y las dispuestas en el Código General del Proceso 
(CGP) como norma de aplicación residual y complementaria1.  
 
Ahora, el estudio de las normas procesales que regulan las distintas etapas probatorias del 
proceso arbitral resultan de gran relevancia, ya que las pruebas como eje fundamental del 
proceso (judicial o arbitral) son las que permiten la obtención de los insumos de conocimiento 
de los que se servirán en este caso los árbitros para decidir sobre el asunto sometido a su 
resolución. 
 
En la Ley 1563 de 2012 se establece una remisión expresa al Código General del Proceso 
(CGP) en lo relativo al régimen probatorio aplicable al indicar en el artículo 31 que “El 
tribunal y las partes tendrán, respecto de las pruebas, las mismas facultades y deberes 
previstos en el Código de Procedimiento Civil y las normas que lo modifiquen o 
complementen”, entendiendo así que tras ser derogado el Código de Procedimiento Civil con 
la entrada en vigencia del Código General del Proceso, las reglas aplicables en materia 
probatoria son entonces las allí consagradas. Sin embargo, la anterior afirmación no es 
absoluta ni del todo clara, en primer lugar porque está supeditada a que el asunto no se 
encuentre regulado o su regulación sea incompleta en el Estatuto Arbitral y segundo porque 
con la literalidad de la norma no se logra discernir lo que se entiende por “facultades y 
deberes” que se prevén en el código al que se remite. 
 
Así las cosas, se hace necesario realizar un estudio que permita identificar las implicaciones 
que en materia de pruebas se genera desde el Código General del Proceso como norma de 
                                                          
1  El carácter residual y complementario del Código General del Proceso se encuentra expresamente consagrado 
en su artículo 1 al señalar sobre su objeto que: “ (…) Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier 
jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan 
funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras leyes”. (Subrayado fuera del 
texto) entiéndase que el CGP se refiere al proceso arbitral en el aparte subrayado de la norma.  
aplicación general o residual respecto del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional 
como norma especial. 
 
 
Problema de investigación 
 
¿Cuáles son las implicaciones probatorias del Código General del Proceso en el proceso 
arbitral colombiano desde el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional como norma 
especial de aplicación? 
 
 
Plan de redacción 
 
Para dar solución al problema jurídico planteado se atenderá al siguiente contenido: i)  
Poderes del árbitro de cara a la prueba: distribución de la carga de probar y prueba de oficio; 
ii) el íter probatorio en el proceso arbitral; iii) algunos medios de prueba en particular; iv) 
conclusiones; v) referencias. 
 
 
I. Breve apreciación sobre la facultad de las partes para pactar las reglas de 
procedimiento en el proceso arbitral colombiano. 
 
El Estatuto de Arbitraje confiere a las partes la facultad de que estas designen las reglas de 
procedimiento que desean sean aplicadas al momento de la constitución de un tribunal 
arbitral que adelantará el proceso para dirimir la controversia surgida entre éstas, posibilidad 
que se otorgó en los siguientes términos:  
 
“Artículo 58. Reglas de procedimiento. En los arbitrajes en que no sea parte el Estado 
o alguna de sus entidades, los particulares podrán acordar las reglas de procedimiento 
a seguir, directamente o por referencia a las de un centro de arbitraje, respetando, en 
todo caso los principios constitucionales que integran el debido proceso, el derecho 
de defensa y la igualdad de las partes. En el evento en que las partes no establecieren 
reglas o el centro seleccionado para adelantar el trámite no tuviere reglamento de 
procedimientos debidamente aprobado, se aplicarán las reglas establecidas para cada 
caso en la presente ley.” 
 
Lo que se colige con el artículo 13 del Código General del Proceso en el que se establece que 
las normas procesales por ser de orden público son de obligatorio cumplimiento, no pudiendo 
ser “derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo 
autorización expresa de la ley” (subrayado fuera del texto).  
 
Sin embargo, es importante señalar sobre el aparte final del artículo 85 del Estatuto de 
Arbitraje donde se consagra que en caso de que las partes guarden silencio respecto de las 
normas de procedimiento aplicables o los centros de arbitraje a los que estas acuden no 
cuenten con un reglamento debidamente aprobado, se dará aplicación a la ley, que en lo 
relativo al régimen probatorio realiza una expresa remisión normativa al Código General del 
Proceso, razón por la que es necesario tener claridad sobre aquellos aspectos que sobre este 
punto específico y neurálgico del proceso arbitral han de ser observados por los árbitros y las 
partes; lo que también resulta de gran interés aun en los casos en que las partes hacen uso de 
la mencionada facultad o se sigue el proceso arbitral a través de los reglamentos adoptados 
por un centro arbitral, por cuanto en los dos casos es usual que se sigan parámetros similares 
a los previstos para la producción de la prueba en el Código General del Proceso por contener 
esta codificación grandes avances en esta materia y ajustarse a las tendencias del derecho 
procesal imperante en la actualidad. 
 
 
II. Poderes del árbitro de cara a la prueba: distribución de la carga de probar y 
prueba de oficio. 
 
En el referido artículo 31 de la Ley 1563 de 2012 se realiza una remisión normativa al Código 
General del Proceso y expresamente respecto de las facultades y deberes allí previstos para 
las partes y los árbitros en relación con la prueba. Por su parte, la Ley 1564 de 2012 trae 
diversas novedades con las cuales se amplía el espectro de las facultades y poderes otorgados 
a los administradores de justicia siendo dos importantes ejemplos las instituciones de la carga 
dinámica de la prueba y la prueba de oficio, las cuales serán analizadas de cara a su aplicación 
en el proceso arbitral.  
 
1. Distribución de la carga de probar.  
 
En el artículo 167 del Código General del Proceso se establece la posibilidad con la que 
cuenta el juez para que según las particularidades de cada caso pueda, de oficio o a petición 
de parte y en cualquier momento del proceso antes de fallar, distribuir la carga probatoria, 
con lo cual le asignará el deber de probar determinado hecho a la parte que se encuentre en 
una situación más favorable2 para aportar las evidencias o esclarecer los hechos 
controvertidos. Aspecto que constituye más que una facultad, un deber para quien administra 
justicia tal como se estableció en sentencia C-086 de 2016: 
 
“Con todo, en este punto es necesario aclarar que la norma acusada no puede ser 
interpretada al margen de los fines y principios que orientan el Código General del 
Proceso y que por lo mismo tienen fuerza vinculante. Ello significa que el juez, como 
director del proceso, ha de estar vigilante para dar cumplimiento a su misión en el 
marco de un Estado Social y Democrático de Derecho, ya sea al acudir a sus 
atribuciones oficiosas en el decreto y práctica de pruebas, o bien para hacer una 
distribución razonable de la carga probatoria según la posición en la que se 
encuentren las partes en cada caso (…) para la Corte es claro que en algunos casos 
el decreto oficioso de pruebas o la distribución de su carga probatoria dejan de ser 
una potestad del juez y se erige en un verdadero deber funcional.” (Sentencia C-086, 
2016). 
 
                                                          
2    El mismo artículo 167 consagra de forma enunciativa los supuestos en los que se considera que alguna de 
las partes puede estar en mejor posición de probar determinado hecho: “en virtud de su cercanía con el 
material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por 
haber intervenido directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de 
incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares.” (Ley 1564, 2012). 
De esta forma, puede verse como una institución jurídica de gran trascendencia en el derecho 
procesal como lo es la carga dinámica de la prueba, a partir de su consagración en los incisos 
segundo y tercero del artículo 167 del Código General del Proceso cobra relevancia en su 
aplicación no sólo en el proceso judicial sino en el arbitral,  pues ésta “es una institución que 
persigue la garantía del derecho a la igualdad frente a sucesos que lo desequilibran” (Yañez 
Meza & Castellanos Castellanos, 2016), lo que implica para el proceso arbitral, pese a la 
dinámica propia de esta especial forma de solución de conflictos, que los árbitros encargados 
del conocimiento del caso en cuestión dadas las circunstancias particulares del caso puedan 
determinar que una de las partes se encuentra en mejor posición de demostrar cierto hecho 
asignándole a ésta, la exigencia de aportar o solicitar el medio de prueba, pues al igual que 
el proceso judicial, el arbitral debe perseguir la justicia material dándole la razón a quien en 
efecto la tiene.  
 
2. Prueba de oficio. 
 
Sin duda otra de las grandes novedades del Código General del Proceso para el régimen 
probatorio lo constituye la prueba de oficio, figura que ha sido arduamente debatida por 
considerar que ésta desdibuja la imparcialidad del juez como pilar fundamental en cabeza de 
quien administra justicia, generando con ello una afectación a la igualdad de las partes, 
discusión que no ha sido ajena a los árbitros por ejercer estos funciones jurisdiccionales de 
forma transitoria en virtud de la habilitación que la voluntad de las partes les confiere.  
 
Sin embargo, en el CGP se superó este debate al consagrar en los artículos 169 y 170 el deber 
de decretar pruebas de oficio cuando estas sean necesarias para esclarecer los hechos que 
sean materia de controversia; sin que en ningún momento pueda entenderse que esto 
representa una alteración de la imparcialidad que debe caracterizar a ese tercero que resuelve 
el conflicto por cuanto éste no conoce el resultado que de dicha prueba pueda derivarse y por 
lo tanto no puede dirigir su intención de beneficiar con esta a algunas de las partes procesales, 
sino que por el contrario lo que se pretende es lograr la obtención del mayor grado de verdad 
material posible. Debe señalarse entonces que el avance que sobre esta materia consagra el 
CGP (el consagrar como deber el decreto de pruebas de oficio) y del cual bebe el Estatuto 
Arbitral, es un cambio que ya había sido gestado desde la jurisprudencia nacional, por lo que 
al introducirlo en el código lo que se realizó fue realmente un ejercicio de codificación con 
el que se pretende otorgarle mayor fuerza para aquellos exegéticos del derecho que sólo 
acatan las disposiciones consagradas en la norma procesal (ideas que poco a poco han sido 
relegadas) y no en el desarrollo que la jurisprudencia ha generado sobre determinado punto 
de derecho; así, puede verse como en sentencia de tutela proferida por la Corte Constitucional 
en el año 2009 se señalaba el deber del juez de hacer uso de la prueba de oficio:  
 
“Juez civil - Deber legal de decretar pruebas de oficio. El decreto oficioso de 
pruebas, en materia civil, no es una atribución o facultad potestativa del Juez: es un 
verdadero deber legal. En efecto, el funcionario deberá decretar pruebas 
oficiosamente siempre que, a partir de los hechos narrados por las partes y de los 
medios de prueba que estas pretendan hacer valer, surja en el funcionario la 
necesidad de esclarecer espacios oscuros de la controversia; cuando la ley le marque 
un claro derrotero a seguir; o cuando existan fundadas razones para considerar que 
su inactividad puede apartar su decisión del sendero de la justicia material. Como lo 
ha expresado la Corte Suprema de Justicia, la facultad oficiosa del juez deviene en 
un deber derivado de su papel como director del proceso y de su compromiso por 
hallar la verdad como presupuesto de la justicia, especialmente, si se toma en cuenta 
que la ley no impuso límites materiales al decreto de pruebas por parte del juez, como 
sí ocurre en el caso de las partes” (Sentencia T-264, 2009). 
 
En tal sentido, se tiene que en el caso de los árbitros, debe seguirse el decreto de pruebas de 
oficio cuando así lo estimen necesario, pues en su labor como administradores de justicia 
deben procurar por la solución del conflicto en atención a la obtención de la verdad material 
y no a la simple técnica jurídica del apoderado de las partes. Esto se corrobora con lo 
dispuesto en el artículo 30 del Estatuto de Arbitraje en su inciso tercero al indicar como parte 
del desarrollo de la denominada primera audiencia de trámite que “Por último, el tribunal 
resolverá sobre las pruebas pedidas por las partes y las que de oficio estime necesarias”. 
Así las cosas, debe resaltarse como lo expone la profesora María Cristina Morales que “en 
efecto, el Código General del Proceso incluye preceptos aplicables al proceso arbitral, 
tendientes a fortalecer los poderes del juez durante la práctica de las pruebas3” (Morales de 
Barrios, 2013, pág. 218), tal como ocurre con la posibilidad de distribuir la carga de la prueba 
imponiendo a quien se encuentra en mejor posición respecto del medio probatorio de 
allegarlo al proceso y con el poder oficioso respecto del decreto de las pruebas en aquellos 
casos en los que el árbitro estime como necesario la aportación de un medio de prueba; 
observando en todo caso las garantías procesales de debido proceso, imparcialidad, igualad 
de las partes y contradicción.  
 
 
III. El íter probatorio en el proceso arbitral. 
 
En el desarrollo del proceso, bien sea judicial o arbitral, la prueba juega un papel fundamental 
en la definición de la controversia, razón por la cual ésta cuenta con un especial 
procedimiento para su obtención al que la doctrina ha denominado iter probatorio que se 
entiende como las fases o etapas que debe surtir una prueba para que ésta pueda ser apreciada 
por el árbitro o el juez, a saber: i) solicitud, ii) decreto, iii) práctica y iv) valoración.  
 
En el artículo 173 del Código General del Proceso se señalan las oportunidades probatorias 
al siguiente tenor: “Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, 
practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para 
ello en este código” (subrayado fuera del texto), respecto del aparte resaltado del texto de la 
norma, ha de precisarse que para el caso del procedimiento probatorio en materia arbitral 
existen algunas disposiciones contenidas en el Estatuto de Arbitraje, por lo que en este caso 
                                                          
3  Sobre este aspecto en particular cabe precisar que en el Código General del Proceso respecto de las 
providencias en las cuales el juez (árbitro) adopta el decreto de una prueba de oficio y la distribución de la 
carga de la prueba, se presenta una dicotomía en relación con la procedencia o no de recursos, en la primera 
de ellas se prevé en el artículo 169 que “Las providencias que decreten pruebas de oficio no admiten 
recurso”. Y tratándose de la distribución de la carga de la prueba, según el artículo 167 tal decisión es 
susceptible de recurso que para el efecto corresponde al recurso de reposición previsto en los artículos 318 
y 319, pese a ser un tema que aún genera controversia en la doctrina nacional pues existen diversas posturas: 
de un lado quienes entienden que esta distribución se enmarca dentro de la causal prevista en el numeral 
tercero (“el que niega el decreto o la práctica de pruebas”) del artículo 321 para la procedencia del recurso 
de apelación contra autos, y de otro, quienes como el profesor Nattan Nisimblat Murillo defienden la 
improcedencia de dicho recurso por considerar que “contrario a negar una prueba, lo que impulsa dicho auto 
es precisamente lo contrario, esto es, mayor actividad respecto de quien en principio no tenía la 
responsabilidad probatoria en el proceso” (Nisimblat Murillo, 2013). 
puede verse la aplicación del carácter residual y complementario de la norma general en los 
términos que se describirán a continuación: 
 
i)  Solicitud. 
 
En el proceso arbitral la solicitud o petición de pruebas es un aspecto que no fue regulado 
por el Estatuto Arbitral, razón por la cual debe remitirse íntegramente al CGP desde el que 
se desprenden las oportunidades con las que cuentan las partes para realizar dichas 
solicitudes. Así desde una revisión sistemática de la norma procesal aplicable se identifica 
que el demandante tiene dicha oportunidad probatoria principalmente en la demanda (artículo 
82) y la corrección, aclaración y reforma de la misma (artículo 93) y el demandado en la 
contestación de la demanda (artículo 96) y en la contestación a la corrección, aclaración y 
reforma de la demanda (artículo 93); pero también cuentan con la posibilidad de que en otras 
etapas procesales se pueda solicitar pruebas adicionales como ocurre con el demandante 
cuando se le corre el traslado de las excepciones de mérito presentadas por la parte 
demandada (artículo 370), en la contestación de la demanda de reconvención (artículo 391) 
si esta hubiese sido interpuesta por el demandado, y para ambas partes en caso de promoverse 
algún incidente4 o en el traslado del dictamen pericial5. 
 
En toda caso, la solicitud de cualquier medio de prueba deberá hacerse de acuerdo “a las 
reglas usuales en tal materia, tales como la conducencia, la legalidad, la pertinencia y la 
eficacia, predicables de los medios probatorios cuya práctica sea requerida por los 
participantes del proceso arbitral” (Posse Velásquez, 2013), debido a que éstos serán los 
ítems o requisitos que deberá tener en cuenta el juez al momento de realizar el juicio de 
admisibilidad de la prueba en la etapa del decreto de pruebas como se verá. 
ii) Decreto. 
 
                                                          
4  “Artículo 129. Proposición, trámite y efecto de los incidentes. Quien promueva un incidente deberá expresar 
lo que pide, los hechos en que se funda y las pruebas que pretenda hacer valer (…)” (Subrayado fuera del 
texto). 
5   “Artículo 228. Contradicción del dictamen.. La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá 
solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones (…)”. 
El decreto de pruebas en el proceso arbitral colombiano se realiza en el curso de la primera 
audiencia de trámite prevista en el artículo 30 del Estatuto Arbitral, disponiéndose en su 
tercer inciso el momento procesal en el cual ha de llevarse a cabo, luego de que el tribunal 
arbitral haya decidido sobre su competencia para conocer del asunto. Sin embargo, dicha 
regulación no dota al árbitro de ningún instrumento procesal para adelantar tal decisión, 
siendo necesario acudir al artículo 168 del CGP donde se establecen los criterios a tener en 
cuenta para determinar cuáles medios de prueba serán practicados y cuáles deberán ser 
rechazados por no cumplir con los requisitos o las exigencias previstas para su decreto6. 
 
Sobre este punto valga anotar como lo hizo el profesor Posse Velásquez a cerca de una 
práctica que se ha tornado cada vez más usual, consistente en otorgar un lapso de tiempo 
entre el decreto y la fijación de la fecha para practicar las pruebas con el fin de que durante 
tal interregno “las partes puedan proponer, por ejemplo, las fechas y el orden aplicables a la 
prueba testimonial, o los nombres de quienes podrían desempeñarse como peritos en el 
trámite” (Posse Velásquez, 2013), sin embargo, continua señalando que la experiencia ha 
demostrado la dificultad de que las partes logren acuerdos sobre estos aspectos por lo que 
estos terminan siendo intervalos de tiempo inútiles.  
 
Ahora, tratándose de los recursos que las partes pueden interponer contra la providencia que 
decide sobre el decreto de las pruebas es importante manifestar que existe una diferencia 
sustancial en este punto, por cuanto en el inciso segundo del artículo 31 del Estatuto Arbitral 
se dispuso que: “Las providencias que decreten pruebas no admiten recurso alguno; las que 
las nieguen son susceptibles de reposición”. En tal sentido, el Código General del Proceso 
prevé para el auto que decreta pruebas la posibilidad de controvertir dicha decisión a través 
del recurso de reposición (regla general en el caso de los recursos contra autos) y para aquel 
que niega el decreto de estas la procedencia del recurso de apelación (como causal expresa 
en el numeral tercero del artículo 321). Situación ésta que debe ser observada por las partes 
al momento de someterse al trámite arbitral para evitar la interposición de recursos 
                                                          
6   “Artículo 168. Rechazo de plano. El juez rechazará, mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las 
notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles.” 





Para efectuar la práctica de las pruebas que han sido decretadas en el proceso, el tribunal 
arbitral tiene la posibilidad de hacer cuantas audiencias estime necesarias (artículo 31) a fin 
de agotar todas las diligencias que se requieran para la práctica de los medios de prueba, de 
acuerdo con la complejidad del asunto, de tal forma que los árbitros cuenten “con las 
evidencias y elementos de juicio requeridos para fundar en forma adecuada la decisión que 
se plasmará en el respectivo laudo” (Posse Velásquez, 2013); esto sin perder de vista el 
término con el que cuentan para emitir dicho laudo arbitral que puede ser fijado de común 
acuerdo por las partes o ante el silencio de estas, dentro de los 6 meses siguientes a concluida 
la primera audiencia de trámite.  
 
Para esta etapa procesal es preciso señalar la posibilidad con la que cuenta en la Ley 1563 de 
2012 el tribunal para realizar la práctica de las pruebas por cualquier sistema que permita la 
comunicación de los participantes entre sí (artículo 31), con lo cual se sigue la directriz que 
había sido impartida desde la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia desde antes de 
la expedición del Estatuto Arbitral y del Código General del Proceso: 
 
“En el campo privado, según la lectura del artículo 107, modificado por la Ley 794 
de 2003, del Código de Procedimiento Civil ‘Los despachos que cuenten con medios 
tecnológicos podrán utilizarlos para recibir memoriales en los términos que acuerdo 
el Consejo Superior de la Judicatura’; sin hacer mención al empleo de medios técnicos 
en el desarrollo de las audiencias debido, tal vez, a que la naturaleza de este proceso, 
hasta ahora, ha estado esencialmente escrito”. 
                                                          
7   La figura del recurso paralelo encuentra fundamento en la tutela judicial efectiva como una garantía procesal 
amplia desde la cual se ha procurado por eliminar del proceso aspectos sumamente formalistas que en 
manera alguna contribuyen a su desarrollo, esta figura se encuentra consagrada en el: “Artículo 318. 
Procedencia y oportunidades. (…) Parágrafo. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial 
mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que 
resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.” 
 
Lo anterior para concluir la Corte que: 
 
“(…) si bien esa forma de intervención, como viene de verse, no es ajena a trámites 
judiciales lo cierto es que su aplicación solo ha sido reglamentada, hasta el momento, 
en el ámbito procesal penal, sin embargo, en sentir de la Corporación, hacer uso de 
tal elemento al interior de otro proceso, específicamente, del arbitral que, dicho sea 
de paso, se adelanta a través de audiencias, no desarmoniza con la actual tendencia 
legislativa relacionada con la oralidad de los juicios” (Sentencia 00518-01, 2009). 
 
La anterior situación se vio concretada con la expedición del Código General del Proceso 
que en el artículo 103 dispone el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones para la gestión y el trámite de los procesos8, y lo propio se realizó en el 
Estatuto de Arbitraje al consagrar en el artículo 23 la utilización de los medios electrónicos 
en todas las actuaciones que se surtan en el curso del proceso dentro de las que se encuentra 
la realización de audiencias, con lo cual quienes intervienen en el desarrollo de la práctica 
probatoria podrán llevar a cabo ésta a través de videoconferencia, teleconferencia o cualquier 
otro medio técnico, siempre bajo la dirección del tribunal9. 
                                                          
8    El artículo 103 en lo pertinente reza lo siguiente: “Artículo 103. Uso de las tecnologías de la información y 
de las comunicaciones. En todas las actuaciones judiciales deberá procurarse el uso de las tecnologías de la 
información y las comunicaciones en la gestión y trámite de los procesos judiciales, con el fin de facilitar y 
agilizar el acceso a la justicia, así como ampliar su cobertura. 
Las actuaciones judiciales se podrán realizar a través de mensajes de datos. La autoridad judicial deberá 
contar con mecanismos que permitan generar, archivar y comunicar mensajes de datos. 
En cuanto sean compatibles con las disposiciones de este código se aplicará lo dispuesto en la Ley 527 de 
1999, las que lo sustituyan o modifiquen, y sus reglamentos.”  
9  “Artículo 23. Utilización de medios electrónicos. En el proceso arbitral podrán utilizarse medios electrónicos 
en todas las actuaciones y, en particular, para llevar a cabo todas las comunicaciones, tanto del tribunal con 
las partes como con terceros, para la notificación de las providencias, la presentación de memoriales y la 
realización de audiencias, así como para la guarda de la versión de las mismas y su posterior consulta. 
      La notificación transmitida por medios electrónicos se considerará recibida el día en que se envió, salvo que 
se trate de la notificación del auto admisorio de la demanda, caso en el cual se considerará hecha el día que 
se reciba en la dirección electrónica del destinatario. 
      Los árbitros, las partes y los demás intervinientes podrán participar en las audiencias a través de 
videoconferencia, teleconferencia o por cualquier otro medio técnico, bajo la dirección del tribunal arbitral. 
      La formación y guarda del expediente podrá llevarse íntegramente a través de medios electrónicos o 
magnéticos. 
     Los centros de arbitraje prestarán la debida colaboración a los árbitros y a las partes, y con tal fin pondrán a 
disposición de sus usuarios recursos tecnológicos idóneos, confiables y seguros.” 
Otro aspecto que merece la atención dentro de la práctica de la prueba en el proceso arbitral 
es lo relacionado con las pruebas que deben ser practicadas en el extranjero, para lo cual el 
Estatuto de Arbitraje ha dispuesto el deber de acudir en primer momento a los tratados 
vigentes sobre la materia10 y de forma subsidiaria lo dispuesto en el Código General del 
Proceso sobre este punto, encontrando que en esta norma se regula tal práctica en el artículo 
182 donde desde el que se expresa la necesidad de hacer uso de los medios tecnológicos para 
efectuar dicha prueba, y en caso de no ser posible esto, se remite al artículo 41 del mismo 
cuerpo normativo en el que se establece la posibilidad por parte del juez de: i) enviar carta 
rogatoria para que la prueba sea practicada por una de las autoridades judiciales del país 
donde ha de practicarse la diligencia y ii) comisionar directamente al cónsul o agente 
diplomático en el país respectivo. A partir de la segunda posibilidad, esto es, la remisión que 
se hace al artículo 41 del CGP sobre la comisión en el exterior, se ha presentado en el ámbito 
del proceso arbitral una hipótesis según la cual existiría la posibilidad de que sean los árbitros 
quienes directamente practiquen las pruebas en el país extranjero; en principio, esta 
posibilidad parece estar prohibida por lo dispuesto en el Código General del Proceso, pero 
dada la naturaleza del arbitraje, donde prevalece la voluntad de las partes, se puede, en caso 
de que estas así lo acuerden con fundamento en la práctica de pruebas de común acuerdo y 




Tratándose de la valoración que los árbitros deben realizar frente a las pruebas debidamente 
aportadas y practicadas en el proceso, desde el análisis de la norma procesal en la Ley 1564 
de 2012 y del Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, se considera que ante la falta 
de consagración expresa de la forma y el régimen de valoración aplicable a las pruebas 
recaudadas en el arbitraje por parte de la Ley 1563 de 2012, debe entonces acudirse siguiendo 
el parámetro acogido en el presente estudio de remisión normativa, a la norma prevista sobre 
este aspecto particular en el Código General del Proceso que actúa como norma de aplicación 
residual. 
                                                          
10   Véase al respecto: Convenio sobre obtención de pruebas en el extranjero en materia civil o comercial de la 
Haya (Ley 1282, 2009). 
 
En ese sentido, el tribunal arbitral debe al momento de efectuar la valoración de las pruebas, 
seguir lo dispuesto en el artículo 176 del CGP: 
 
“Artículo 176. Apreciación de las pruebas. Las pruebas deberán ser apreciadas en 
conjunto, de acuerdo con las reglas de la sana crítica, sin perjuicio de las solemnidades 
prescritas en la ley sustancial para la existencia o validez de ciertos actos. 
 
El juez expondrá siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba.” 
 
Con lo cual se sigue la tendencia imperante en el derecho procesal contemporáneo de hacer 
uso del sistema de valoración de sana crítica, en virtud del cual tendrán que acudir a las 
reglas11 de la lógica, la experiencia y la ciencia para determinar el valor que le asignarán a 
cada medio de prueba. 
 
 
IV. Algunos medios de prueba en particular 
 
Vistos los aspectos más generales y transversales del régimen probatorio en el Código 
General del Proceso y las implicaciones que del mismo se genera para el proceso arbitral, es 
necesario realizar el estudio de algunos medios de prueba que resultan de especial relevancia 
para el proceso y sobre los cuales se evidencia una amplia incidencia de la norma procesal 
general a la que remite por no encontrarse regulado casi en su totalidad los medios de 
conocimiento que pueden ser allegados para la solución de la controversia.  
Así, en el artículo 165 del CGP se encuentran regulados los medios de prueba, exponiéndose 
una lista de carácter enunciativo por existir libertad probatoria, lo que se traduce en que las 
partes pueden hacer uso de cualquier otro medio (distinto a los previstos en el código) que 
consideren idóneo para demostrar determinado supuesto fáctico:  
 
                                                          
11   Respecto a las reglas de la sana crítica como sistema de valoración, se tiene como lo ha expresado Andrés 
De la Oliva Santos que “hoy se exige, y es exigencia racional y justa, que la certeza positiva o apreciación 
de las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica” (De la Oliva Santos, 2012). 
“Artículo 165. Medios de prueba. Son medios de prueba la declaración de parte, la 
confesión, el juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección 
judicial, los documentos, los indicios, los informes y cualesquiera otros medios que 
sean útiles para la formación del convencimiento del juez. 
 
El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las 
disposiciones que regulen medios semejantes o según su prudente juicio, preservando 
los principios y garantías constitucionales.” 
 
A continuación serán estudiados algunos de los nueve medios de prueba consagrados en el 
citado artículo, realizando sobre ellos algunos comentarios respecto de su aplicación en el 
proceso arbitral colombiano: 
 
1. Testimonio de terceros. 
 
Sobre la prueba del testimonio de terceros existen varios aspectos a resaltar y que resultan de 
gran importancia para su aplicación en el proceso arbitral, el primero de ellos es la carga 
procesal de las partes de procurar la comparecencia del testigo cuando estas han solicitado 
dicha prueba (artículo 217 CGP), pues de no atender el testigo la citación que se le realiza y 
no comparezca a rendir su declaración se prescindirá por el juez (árbitro) de dicho testimonio 
de acuerdo con los artículos 218 y 37312, situación que puede afectar los intereses de la parte 
que solicitó el testimonio.  
 
En cuanto a la posibilidad de no comparecencia de los funcionarios públicos a rendir 
declaración, el CGP elimina este privilegio reservándolo sólo para el Presidente de la 
República o su Vicepresidente a quienes se le recibirá testimonio en su despacho (artículo 
215 CGP), con lo que se resalta “el deber de comparecer al despacho judicial, que es uno de 
los elementos que integran el deber cívico de declarar” (Morales de Barrios, 2013), y es aquí 
                                                          
12  Sobre el particular en el artículo 373 se establece: “Artículo 373. Audiencia de instrucción y juzgamiento. 
(…) b) Recibirá las declaraciones de los testigos que se encuentren presentes y prescindirá de los demás.” 
donde los medios tecnológicos juegan un papel protagónico en la práctica de la prueba debido 
a través de estos se puede lograr la inmediación requerida para su producción probatoria.  
 
A propósito de la producción probatoria del testimonio de terceros, la codificación particular 
de las reglas para su producción son un tema que ha generado gran interés entre los estudiosos 
del derecho procesal, pues se da la oportunidad de realizar el denominado 
contrainterrogatorio, propio de los sistemas penales de tendencia acusatoria; así como una 
oportunidad para interrogar nuevamente al testigo luego de terminada la primera ronda de 
preguntas “con fines de aclaración o refutación” (artículo 221.4). 
 
Finalmente, en el Código General del Proceso se consagra una medida con la que se pretende 
lograr mayor aportación de pruebas por las partes que la práctica en el trámite del proceso, 
con el fin de centrar la atención, en este caso de los árbitros, en la valoración de las pruebas 
sometidas a su conocimiento, dicha medida consiste en la posibilidad de que con o sin 
citación de la persona contra la que se aducirá el medio de prueba en un futuro proceso, sean 
practicados los testimonios extraprocesales que se busque hacer valer como pruebas, las 
cuales claramente deberán ser sometidas a contradicción.  
 
2. Inspección judicial. 
 
Como ocurre casi en su totalidad con los medios de prueba que se alleguen al proceso arbitral, 
la inspección judicial se somete a las reglas establecidas por el Código General del Proceso, 
que lo regula en los artículos 236 a 239, en los que se regula su procedencia, requisitos 
especiales para su solicitud y posterior decreto, así como la práctica de la misma. Es gran 
suma importancia, la precisión realizada por el CGP respecto de la procedencia de dicho 
medio probatorio al establecer que “Salvo disposición en contrario, solo se ordenará la 
inspección cuando sea imposible verificar los hechos por medio de videograbación, 
fotografías u otros documentos, o mediante dictamen pericial, o por cualquier otro medio de 
prueba”, en concordancia con los principios de celeridad y economía procesal. Un ejemplo 
de la aplicación de esta disposición tendiente a garantizar la efectividad del proceso e 
incentivar la conducta activa de las partes en el mismo es lo que ha ocurrido en el proceso 
arbitral donde para la “verificación de hechos de condición económica contenidos en libros 
y papeles contables ha de realizarse a través de la prueba pericial (…), en los cuales las 
inspecciones de los árbitros sobre las contabilidades se han reducido a trámites formales, 
dejando al perito encargado de tal análisis y cálculos, por ser el sujeto idóneo para ello” 
(Morales de Barrios, 2013). 
 
3. Documentos.  
 
En atención a los renvíos normativos de la legislación procesal que regula el CGP al proceso 
arbitral, este medio de prueba se somete también en su integridad a lo dispuesto en la norma 
procesal residual, destacándose sobre ello dos aspectos a tener en cuenta por árbitros, partes 
y demás intervinientes para el correcto ejercicio del régimen probatorio respecto de uno de 
los medios de prueba que reportan mayor utilidad y es más comúnmente usado para la 
solución de las diversas controversias.  
 
En primer lugar se tiene un cambio que resulta de gran relevancia cuando de admitir 
documentos se trata, pues la tipología de los mismos se amplió de forma considerable, 
agrupando en un solo enunciado las muchas clases de elementos que se entienden como 
documentos al momento de ser aportados al proceso:  
 
“Artículo 243. Distintas clases de documentos. Son documentos los escritos, 
impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, fotografías, cintas 
cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, videograbaciones, 
radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en general, todo objeto 
mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las inscripciones en lápidas, 
monumentos, edificios o similares...” 
 
Así mismo, se presenta la que puede considerarse es la mayor novedad en materia de 
documentos en el código procesal, se trata de la presunción de autenticidad de estos 
elementos prueba, sin atender a que se trate de documentos públicos o privados, copias o 
elaborados, manuscritos o firmados. Esto supone un cambio de concepción por parte de los 
operadores jurídicos, dentro de los que se sitúan los árbitros, pues debe eliminarse la vieja 
concepción formalista en la que se daba prevalencia a requisitos meramente formales sin 
prestar la atención debida al contenido que esos documentos podrían aportar al proceso y 
adaptarse a un sistema procesal en el que se le otorgue valor probatorio a los documentos 
aportados, salvo la procedencia de tacha formulada por alguna de las partes.  
 
4. Dictamen pericial. 
 
Por último, se analizará el único medio de prueba que ha sido expresamente regulado en el 
Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional, estableciendo en el artículo 31 que en la 
audiencia de posesión del perito, el tribunal fijará los honorarios con indicación de la parte 
que debe asumir el pago de los mismos y el término dentro del cual ha de ser efectuado el 
pago, aunque estos sean de manera provisional porque sólo se “fijaran de manera definitiva 
concluida la audiencia en la cual el perito absuelva los interrogantes formulados y haya 
rendido las aclaraciones y complementaciones solicitadas” (Tobar Ordoñez, 2013). Así como 
las reglas para la producción de la prueba según las cuales el tribunal arbitral otorgará un 
término para que el perito realice su experticia, para que una vez sea presentado el dictamen 
se corra traslado por el término de diez (10) días a las partes para que estas soliciten 
aclaraciones y complementaciones, que se der estimadas procedentes por los árbitros, 
deberán ser atendidas en informe que deberá presentar el perito para ser puesto a 
conocimiento de las partes por el mismo término de diez días.  
 
En relación con el Código General del Proceso, si bien no se trata de una implicación que de 
la norma procesal general se haga a la norma especial, si puede verse que estas coinciden en 
el punto de la prohibición del trámite especial de la objeción del dictamen por error grave, 
como puede verse en los artículos 228 inciso final del CGP y 31 inciso quinto del Estatuto 
arbitral. Lo anterior, no implica en manera alguna como lo manifiesta el árbitro Jaime Tobar 
Ordoñez “que no exista contradicción del dictamen, sino que la contradicción debe realizarse 
mediante las aclaraciones y complementaciones que se soliciten al perito, e incluso, se 
establece la posibilidad de interrogarlo y de acompañar experticias adicionales para 
controvertirlo” (Tobar Ordoñez, 2013). 
 
Ahora, siguiendo al profesor Daniel Posse Velásquez se tiene que “resulta claro que las 
normas novedosas del CGP sobre experticias, en lo que no sean contrarias al régimen pericial 
del Estatuto Arbitral, sí son aplicables también, al trámite arbitral, por razón de la remisión 
general que hace el Estatuto Arbitral al CGP” (Posse Velásquez, 2013). Así las cosas, es 
necesario realizar un análisis sobre aquellos aspectos que regulados en el Código General del 
Proceso no resultan contrarios a lo dispuesto en la Ley 1563 y que resultan de utilidad para 
su aplicación en el procedimiento probatorio realizado para obtener esta prueba.  
 
En consecuencia, realizado el estudio de los aspectos novedosos que trae consigo la Ley 1564 
de 2012, se encuentra como uno de los aspectos más relevantes la denominada “prueba 
pericial de parte” regulada en el artículo 22713 y según la cual la parte que pretenda hacer 
valer una experticia en el proceso deberá aportarla en las distintas oportunidades probatorias 
que el código le otorga (y que como se vio, resultan aplicables íntegramente al proceso 
arbitral), con el fin de aportar mayor celeridad al proceso. A pesar de esta intención, aún 
existen tres excepciones a la regla general de la aportación del dictamen pericial por la parte, 
se trata de los casos en los que se solicite el amparo de pobreza (artículo 229.2 CGP), cuando 
este medio probatorio sea decretado de oficio (artículo 229.2 CGP) y en aquellos procesos 
en los que se discuta la filiación, interdicción por discapacidad mental absoluta e 
inhabilitación por discapacidad mental relativa (artículos 228 y 286 CGP), situaciones en las 
cuales deberá acudirse a los peritos que hacen parte de la lista de auxiliares de la justicia 





                                                          
13  “Artículo 227. Dictamen aportado por una de las partes. La parte que pretenda valerse de un dictamen pericial 
deberá aportarlo en la respectiva oportunidad para pedir pruebas. Cuando el término previsto sea insuficiente 
para aportar el dictamen, la parte interesada podrá anunciarlo en el escrito respectivo y deberá aportarlo 
dentro del término que el juez conceda, que en ningún caso podrá ser inferior a diez (10) días. En este evento 
el juez hará los requerimientos pertinentes a las partes y terceros que deban colaborar con la práctica de la 
prueba. 
El dictamen deberá ser emitido por institución o profesional especializado.” 
En la codificación procesal colombiana se encuentra con frecuencia la interacción de las 
normas de carácter general y las que se entienden como de tipo especial, desde el Código 
General del Proceso, atendiendo al amplio ámbito de aplicación y al carácter residual y 
complementario que asume el mismo respecto de las diversas jurisdicciones, especialidades 
y mecanismos de solución de conflictos, las normas especiales que regulan la actividad 
procesal en cada uno de sus ámbitos, realizan remisiones que en aspectos transversales a los 
diferentes procesos regula de forma pertinente y novedosa la Ley 1564 de 2012, como es el 
caso del régimen probatorio. 
 
La prueba constituye el eje central de todo proceso, bien sea judicial, administrativo o 
arbitral, último caso en el cual desde la Ley 1563 de 2012 o Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional, se realiza una remisión normativa para que sea el Código General del Proceso 
el que regule las facultades y deberes que deben seguir las partes y el tribunal arbitral; 
remisión que resulta demasiado amplia y ambigua por lo que es necesario la identificación 
de aquellos puntos específicos sobre los cuales quienes intervienen en el trámite de un 
proceso arbitral deban atender para adelantar de forma correcta la producción de los 
diferentes elementos de prueba que permiten decidir sobre la controversia.  
 
Son tres los puntos que se identificaron contenían mayor relevancia para el procedimiento 
probatorio en el arbitraje de cara a las implicaciones derivadas del Código General del 
Proceso como norma residual dados los reenvíos contenidos en la Ley 1563 e 2012, el 
primero de ellos se centra en las facultades y poderes conferidos a los árbitros para la 
dirección de la instrucción probatoria dentro del trámite arbitral, resaltándose los deberes 
asignados a estos de distribuir la carga de la prueba cuando las circunstancias del caso 
evidencien que una de las partes se encuentra en mejor posición de aportar el elemento 
probatorio, y el decreto de pruebas de oficio cuando estime que estas son necesarias para 
esclarecer los hechos que sean controvertidos. 
 
El segundo aspecto en el que se identifica una clara incidencia del Código General del 
Proceso para el proceso arbitral es en relación con el denominado iter probatorio como el 
camino que ha de recorrer la prueba para incidir en la decisión que el tribunal arbitrar estime 
procedente para el caso concreto, se trata entonces de las etapas de solicitud, decreto, práctica 
y valoración, respecto de las cuales se observa una notable aplicación de las disposiciones 
procesales contenidas en el CGP por no encontrarse estas reguladas en la norma especial del 
Estatuto Arbitral. Presta especial relevancia las oportunidades probatorias en las que se 
pueden solicitar y decretar pruebas dentro del proceso arbitral y su relación con el principio 
de preclusión de las etapas procesales, de igual forma debe resaltarse que del análisis 
sistemático de la norma procesal se puede determinar cómo sistema de valoración aplicable 
en el proceso arbitral el de la sana crítica, implicación que se deduce de la norma de 
aplicación general (CGP). 
 
El último punto sobre el cual existe una amplia incidencia del Código General del Proceso 
en el proceso arbitral es el relacionado con los diferentes medios de prueba en particular, 
especialmente en cuanto a su práctica porque es allí donde se establecen las distintas reglas 
de producción probatoria que deben seguirse para la correcta práctica de los medios de 
conocimiento que pretenden ser aducidos como prueba en el proceso. Sobre este punto, son 
diversas las novedades que desde la Ley 1564 se ha generado para cada uno de los medios 
de prueba, dentro de los que se resalta la presunción de autenticidad que se le ha conferido a 
los documentos, la restricción de la procedencia de la inspección judicial en aras de otorgar 
al proceso mayor celeridad, el papel de los medios tecnológicos en la práctica de la prueba y 
la prueba pericial de parte. 
 
En todo caso, las implicaciones del Código General del Proceso en el régimen probatorio que 
se sigue para el proceso arbitral se dirigen a garantizar la tutela efectiva de quienes acuden al 
arbitraje para dar solución a sus controversias, para lo cual se han implementado figuras 
jurídicas y medidas que propenden por otorgarle al proceso mayor celeridad, economía 
procesal y eficacia, así como conceder mayores facultades a quienes administran justicia para 
que con ayuda de estas logren un mayor grado de verdad material que les permita decidir con 
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